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MINISTERIO DEL INTERIOR

SECRETARÍA GENERAL TÉCNICA

SUBDIRECCIÓN GENERAL DE RECURSOS

DELEGACIÓN DEL GOBIERNO EN MELILLA

NÚM. DE REC. 7788/2006

S/REF. 592/2006

1027.- VISTO el recurso de alzada interpuesto
por MOHAMED MOHAMED RAMADAN contra re-
solución de la DELEGACIÓN DEL GOBIERNO EN
MELILLA de fecha 31/08/2006 y analizados los
siguientes:

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- La DELEGACIÓN DEL GOBIERNO
EN MELILLA, previa instrucción del correspondien-
te expediente, en el que se concedió trámite de
audiencia al interesado, en virtud de resolución de
fecha 31/08/2006 impuso a MOHAMED MOHAMED
RAMADAN la sanción de multa de sesenta euros
(60,00 €), e incautación de la sustancia intervenida,
por la realización de los hechos que se describen en
el texto de la resolución a la que se ha hecho
mención y que se dan por reproducidos en el
presente trámite, entendiéndolos constitutivos de la
infracción prevista en el apartado 1 del artículo 25 de
la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre
Protección de la Seguridad Ciudadana, por tenencia
ilícita de drogas, hecho que se sanciona en uso de
las facultades conferidas en el apartado d) del
artículo 29.1 en relación con el artículo 28 de la
citada Ley Orgánica 1/1992, y Disposición Adicio-
nal Cuarta de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de
Organización y Funcionamiento de la Administra-
ción General del Estado (B.O.E. de 15 de abril de
1997).

SEGUNDO.- El interesado, no conforme con
dicha resolución, interpone contra la misma el
recurso de alzada objeto de la presente, alegando
cuanto cree que conviene a la defensa de su dere-
cho.

TERCERO.- En sus alegaciones, el interesado
admite que se encontraba en posesión de la sustan-
cia intervenida, hecho que dio origen a la denuncia
y posterior resolución sancionadora, si bien, por las
razones que invoca, no considera que su conducta
sea acreedora de la sanción impuesta por el Órgano
recurrido.

CUARTO.- La sustancia intervenida es
metadona (0,1 gramos), según ha quedado acre-
ditado mediante el análisis efectuado por los
Servicios Sanitarios oficiales correspondientes,
cuyos resultados obran en el expediente. Dicha
sustancia se encuentra incluida en las listas I a IV
de las anexas al Convenio Único de 1961 de las
Naciones Unidas, sobre estupefacientes.

QUINTO.-En la tramitación del presente recur-
so se han observado las prescripciones legales y
reglamentarias.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

PRIMERO.- El artículo 25.1 de la Ley Orgánica
1/1992 sobre Protección de la Seguridad Ciudada-
na tipifica como infracción grave la tenencia ilícita
-aunque no estuviera destinada al tráfico- de dro-
gas tóxicas, estupefacientes o sustancias
psicotrópicas, siempre que no constituyan infrac-
ción penal. Dicho precepto no es contrario al
principio de legalidad contemplado en el artículo
25.1 de la Constitución según ha declarado el
Tribunal Constitucional en la Sentencia de 18 de
noviembre de 1993, siendo perfectamente admisi-
ble que la Ley configure como infracción adminis-
trativa una "tenencia ilícita" que no suponga, en sí
misma, contravención a la Ley penal.

Además, como señala la Sentencia del Tribu-
nal Supremo de 28 de septiembre de 1998, -que
falla un recurso de casación en interés de Ley y
establece la doctrina legal en la materia- "la
interpretación literal, lógica y finalista de la trascri-
ta norma que incorpora el precitado artículo 25.1
determina que la mera tenencia ilícita de drogas
constituye infracción administrativa de carácter
grave y, por tanto, sancionable por la autoridad
gubernativa, sin que pueda entenderse excluida
del precepto la tenencia de pequeñas cantidades,
aunque se destinen a autoconsumo, porque en la
norma no se formula distingo ni excepción de
clase alguna al respecto...".

SEGUNDO.- Basándose en esta doctrina, la
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribu-
nal Superior de Justicia de Aragón, en Sentencia
de 23 de noviembre de 2001, ha precisado que al
concepto de "tenencia ilícita" en el campo admi-
nistrativo, se llega, a través de su integración con
el resto del ordenamiento jurídico, acudiendo a la
noción de "tenencia permitida" para así identificar,
en contraste, la "ilícita" administrativa sanciona-
ble.


